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RESUMEN
El estudio analiza si las “políticas de fomento productivo” 
que se llevaron a cabo en Chile en el período 1920-1955 constituyeron 
efectivamente una política de desarrollo. El autor sostiene que no hubo 
“una política”, sino un conjunto de decisiones que se adoptaron para 
incentivar y desarrollar la producción que no fueron articuladas en 
torno a un proyecto global de desarrollo. En el período, las instituciones 
públicas desarrollaron sus actividades sin un “plan maestro”, con 
limitados recursos humanos califi cados y con desconocimiento de la 
dotación real de recursos naturales del país así como de las cuentas 
nacionales. Así, las políticas públicas destinadas al fomento productivo 
estuvieron signadas por la improvisación y las contradicciones y 
tuvieron un contenido ideológico en que se plasmó la aspiración a la 
modernización y el desarrollo en una compleja combinación con el 
fomento a las actividades productivas tradicionales. En tal sentido, 
el esfuerzo modernizador por el lado de la industrialización sacó al 
país de su retardo en ése ámbito, pero no “arrastró” a los sectores más 
tradicionales y a mediados de la década de 1950  se estancó,  creando la 
antesala de la etapa de las reformas estructurales iniciadas en 1964 y de 
la crisis general de la década de 1970.
P_Públicas_V5N1.indd   35 jueves26-07-12   16:34
36
Políticas Públicas
El desafío de la década de 1920
Terminada la Primera Guerra Mundial (IGM), los gobernantes 
y líderes del mundo del capital vieron con perplejidad cómo su 
ilusión de que, terminado el confl icto, en cuestión de pocos años se 
restauraría al estado de cosas vigente hasta 1912, no solamente no se 
concretó sino comenzó una era de inestabilidad internacional que se 
prolongó hasta más allá del fi n de la Segunda Guerra Mundial.1 
Cómo ya lo ha establecido una abundante bibliografía, para 
Chile la IGM constituyó un golpe devastador, pues no sólo dislocó 
su comercio exterior y su acceso a los mercados internacionales de 
las fi nanzas, los bienes de consumo y las tecnologías – los soportes 
materiales del todo el diseño político-institucional cuidadosamente 
articulado desde 1830 en adelante -,  sino que también puso en 
jaque el sistema político en la medida en que su crisis se agudizó 
y contribuyó a la profundización del confl icto social que desde el 
cambio de siglo se expresaba en una creciente confl ictividad urbana, 
expresión esta de agudos problemas, entre los que se destacaron 
el laboral y el referido a la calidad de vida en sus más variadas 
expresiones, entre las resaltaron el de la alimentación, el laboral, la 
salubridad pública y el de la vivienda, por nombrar algunos.   Es la 
época de la llamada “cuestión   social”, en otras palabras de la irrupción 
en el país de fenómenos propios de las sociedades industriales – 
como por ejemplo la huelga obrera -, en donde las demandas de los 
nuevos actores, los sectores medios y el proletariado,  que desde el 
último cuarto del siglo XIX se incorporaban al elenco social, en un 
marco institucional cuyo diseño no consultaba un sistema político 
capaz de recoger, procesar y dar respuesta a todo tipo de demandas, 
entre las que no estuvieron ausentes las programáticas y las de 
representación política.  
Los problemas económicos y sociales del período se 
agudizaron durante la primera mitad de la década de 1920.  Para la 
economía nacional el fi n de la IGM se tradujo en una fuerte caída 
en la demanda internacional por salitre, tanto por la industria 
química, en particular por los productores de explosivos, como por la 
agricultura.  Más aún, el aumento de la oferta de sulfato de amonio y 
1  Albert (1988), capítulos I y II; Bulmer-Thomas (1998), capítulo VI; Thorp (1998), 
capítulo IV.
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de la producción de salitre sintético, marcaron el comienzo del fi n de 
la industria salitrera del Norte Grande.  El impacto sobre el conjunto 
de la economía nacional fue inmediato y dramático: en 1919 el 
volumen de sus exportaciones fue sólo un cuarto de las de 1918, y 
un quinto en valor.  Lo que siguió fue, como ya se ha establecido, un 
prolongado período de inestabilidad que culminó dramáticamente 
al fi nal de la década.  Según los cálculos de José Gabriel Palma, “…la 
inestabilidad de la década de 1920 fue mayor que aquella de los cuatro 
años de la IGM y alimentó las posturas que desde comienzos de siglo 
demandaban la superación del “modelo”  exportador y la instauración 
de una política económica, y las correspondientes instituciones, 
“que pusiera el acento en actividades productivas orientadas hacia 
el mercado interno, especialmente en manufacturas”, lo cual le llevó 
a concluir que “de esta forma –y con anterioridad a 1929- habría 
comenzado la transición de la economía exportadora a sustitutiva 
de importaciones”.1
Sin embargo, las explicaciones económicas no bastan para 
dar cuenta a cabalidad de un fenómeno tan complejo.  Es necesario 
para ello considerar un universo amplio de variables que en el caso 
de Chile en la década de 1920 demandan de la consideración de por 
lo menos cuatro: la virtual quiebra del estado en 1922, la agudización 
de la confl ictividad laboral a partir de 1919 y, junto con ello, pero 
en una dimensión mayor, la agudización de los problemas sociales 
en gran medida como resultado de la agudización de los problemas 
en la economía.  Finalmente es fundamental situar todos aquellos 
problemas en el marco de la agudización de la crisis política, que 
paralizó cualquier iniciativa del gobierno tendiente a resolverlos.   De tal 
manera se evita caer en el reduccionismo “cuantitativista” y es posible 
comprender el devenir económico y social  desde una perspectiva 
global.   No en vano en ya en la década de 1950, refi riéndose a la 
práctica de la historia económica, Norman S. Buchanan y Howard S. 
Ellis señalaron que “los problemas fundamentales del desarrollo son 
no-económicos”.2   En todo caso, el enfoque de este análisis está sí 
marcado por mi aprendizaje de algunos economistas chilenos que, 
aunque de manera general, se han ocupado del período.
1  Palma (1984: 66-67).
2  Buchanan y Ellis (1955:406).
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Es desde esa perspectiva que deben ser evaluados hoy 
los resultados de las “políticas de fomento productivo” que se 
implementaron en el país desde mediados de la década de 1920 
hasta comienzos de la de 1960, pues ellas fueron entendidas como 
una de las claves para lograr el desarrollo. De acuerdo con el estado 
del conocimiento sobre el tema, no es del todo osado preguntarse 
si en Chile efectivamente hubo una política de desarrollo entre 1925 
y 1961.  Me parece que, en términos generales, se puede proponer 
que no hubo “una política”, sino un conjunto de decisiones que se 
adoptaron para incentivar y desarrollar la producción, en particular la 
industrial, pero que no se articularon en torno a un proyecto global. 
La mayor parte de los proyectos diseñados e implementados en aquél 
período no estuvieron acompañados “de un propósito correlativo 
por precisar los fi nes de la política estatal; antes al contrario, ese 
esfuerzo llevó consigo casi siempre de una cuota no despreciable de 
incapacidad para administrar con efi ciencia la creciente maquinaria 
pública”.1
Así enfocado el período, es dable proponer que la 
contribución de las políticas públicas al desarrollo social y 
económico fue limitada por cuestiones de orden institucional, si bien 
permitieron importantes aumentos de la producción en sectores la 
producción de bienes y servicios.  Las limitaciones tuvieron origen 
en cuestiones de carácter institucional, en la medida en que si bien 
al Estado se le adosaron cada vez más funciones y tareas, no hubo 
un rediseño estratégico de éste; más bien respecto del ente público 
hubo adecuaciones que buscaron el logro de mayores grados de 
efi ciencia.   Es que si se concibe el desarrollo no tan sólo como la 
expansión de la producción y el incremento prolongado y constante 
de la renta nacional para el fi nanciamiento de más crecimiento, sino 
como el movimiento ascendente de la totalidad del sistema social, lo 
que incluye, junto con los denominados factores económicos, todos 
los factores no económicos, incluyendo toda suerte de consumos por 
varios grupos de personas; consumo provisto de manera colectiva; 
servicios y niveles de educación y salud adecuados; la distribución 
del poder en la sociedad, y de manera más general estratifi cación 
económica, social y política e instituciones y actitudes en la forma 
de decisiones políticas aplicadas con el fi n de cambiar varios de los 
1  Molina (1972: 25-26).
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factores endógenos mencionados,1 las limitaciones del ente público 
estuvieron a la base de la breve duración del “tiempo de las “políticas 
de fomento” es decir aquellas aplicadas desde 1927 y hasta el fi n de 
la segunda presidencia de Carlos Ibáñez.
El país en la encrucijada
Desde mediados de la década de 1920 y en la medida que 
los shocks externos comenzaban a golpear con mayor intensidad 
al país, los debates acerca del rol del Estado así como la orientación 
que debía seguir la economía chilena, iniciados en torno a la 
conmemoración del Centenario, se intensifi caron.   A  los macro 
problemas ya enumerados deben agregarse dos acontecimientos 
políticos fundamentales que agudizaron las tensiones: en primer 
lugar el bloqueo por parte de la mayoría en el Congreso Nacional a las 
iniciativas del gobierno reformista de Arturo Alessandri – instalado 
en 1920 y que buscaban atenuar los crecientes  confl ictos laborales e 
introducir una módica cuota de cobertura social en una sociedad con 
vergonzosos niveles de pobreza y desnutrición; en segundo lugar, la 
virtual quiebra del Estado en 1922. 
Fue en ese contexto que emergió con fuerza la propuesta de 
los sectores medios de la sociedad – profesionales civiles (abogados, 
ingenieros, médicos y algunos profesores) y militares – que en lo 
esencial planteaba cambiar la orientación del sistema productivo. 
Lo central del programa o “ideología” de esos sectores proponía 1) 
el desarrollo de lo que denominaron industria nacional, sin mayores 
especifi caciones y 2) el intervencionismo del Estado en el campo 
económico.  Estos dos puntos ya formaban parte de la ideología de 
las capas medias en la primera década del siglo, pero a partir de 1920 
se produjo una radicalización.   A un intervencionismo limitado a la 
adopción de medidas indirectas, fundamentalmente en el ámbito 
de la política comercial, se añadió un intervencionismo directo; las 
capas medias presionaron hasta lograr que el Estado asumiera la 
función de empresario en los sectores insufi cientemente atendidos 
por la iniciativa privada, evitando siempre entrar en competencia con 
ella (Carmagnani, 1984).  Un ejemplo de estas posturas se encuentra 
1  Las primeras dos posturas en Rostow (1961). La visión alternativa del desarrollo 
en Myrdal (1974:729-730).
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en la Memoria para optar al grado de Licenciado en Ciencias Jurídicas 
y Sociales en la Universidad de Chile de Luis Bulnes Aldunate en 1943, 
para quien a pesar de que “...por muy malas administradoras que sean 
las instituciones organizadas con dineros o a base de garantías del 
Estado, hay obras que los particulares no las emprenderían nunca, 
ya sea por su magnitud o porque vienen a ser reproductivas a muy 
largo plazo”.1
El Presidente Arturo Alessandri no fue ajeno a ese debate, y en 
su último Mensaje al Congreso Pleno abogó por políticas de fomento 
de la producción industrial más decididas a la vez que anunció que 
para esos efectos su interlocutor sería la Sociedad de Fomento Fabril2, 
en otras palabras con el empresariado y no consideró a los sectores 
que habían iniciado el debate y que proponían políticas que fueran 
más allá del manejo del arancel aduanero como componente central, 
llegando a considerar como elemento para su diseño cuestiones 
relativas al desarrollo educacional y sanitario del país.
Sin embargo, el Presidente Alessandri se quedó sin tiempo, 
pues a comienzos de septiembre los militares decidieron intervenir 
el Estado.  Su Manifi esto entregado al Presidente tenía un alto 
contenido de  cuestiones laborales, productivas, educacionales y 
sociales que se comenzaron a plasmar en la implementación de 
diversas decisiones políticas que redundaron, por una parte, en la 
creación de nuevos organismos de regulación tanto del quehacer 
estatal como del proceso económico: lo primero se expresó en la 
creación de la Contraloría General de la República, mientras que 
lo segundo en la del Banco Central.  A partir de 1926 comenzó la 
modifi cación del diseño de la estructura central del Estado, en la 
que se destacó la reestructuración de los ministerios en 1927 y  la 
creación de un “aparato para-estatal”, constituido por un conjunto 
creciente de agencias e instituciones autónomas del ente público, 
cuyo objetivo estratégico era fomentar la actividad productiva en 
general y la industrial en particular.  
De esta manera, durante la dictadura de Carlos Ibáñez 
(1927-1931), y en el marco de una amplia reestructuración de 
la administración central del Estado, fue creado el Ministerio de 
1   Citado por Chateauneuf (2007). 
2   Mensaje leído por S.E. el Presidente de la República en la Apertura de las Sesiones 
Ordinarias del Congreso Nacional el 1º de junio de 1924, Santiago, Imprenta fiscal 
de la Penitenciaría, 1924, pp. 63-67.
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Fomento conjuntamente con diversas cajas de crédito e institutos de 
fomento, entre los que se destacan el Instituto de Crédito Industrial, la 
Caja de Crédito Minero, la Caja de Crédito Agrario y la Caja de Crédito 
Carbonífero.  
¿El nacimiento de un mito?
En 1939 fue creada por ley en Chile la Corporación de Fomento 
de la Producción (CORFO), para dar impulso al conjunto del aparato 
productivo, en particular al sector industrial. Esta entidad, con el 
transcurso de las décadas se transformaría, desde el punto de vista 
de la “sabiduría convencional”, en el instrumento estatal fundamental 
para alcanzar el desarrollo y la diversifi cación productiva.1  
Es cierto que la CORFO fue, hasta mediados de la década 
de 1950, vital para el desarrollo de grandes proyectos –la siderurgia, 
el desarrollo de algunos sectores de la industria metalúrgica, la 
remolacha, el plan nacional eléctrico, el plan forestal y de la celulosa 
y la producción de petróleo— pero también lo es que, a mediados 
de aquella década, esos grandes proyectos se agotaron junto con 
las grandes iniciativas y que el país entró en una etapa de fuerte 
inestabilidad económica y radicalización social y política que culminó 
en 1973 (Pinto,1959; Ahumada, 1958).
Los análisis económicos acerca del desempeño de la 
economía chilena en general y de su sector industrial, en particular, 
han llegado a un balance casi defi nitivo acerca del crecimiento y del 
grado de desarrollo logrado durante el período a que se refi ere este 
texto.  De tal manera que se adopta un análisis político institucional 
para intentar una explicación de la “frustración”, no sólo de la 
industrialización plena, sino que del desarrollo.
CORFO y todas las instituciones públicas desarrollaron sus 
actividades sin un “plan maestro”, con limitados recursos humanos 
califi cados y con desconocimiento de la dotación real de recursos 
naturales del país así como de las cuentas nacionales; no en vano, el 
mandato que CORFO recibió en 1939, de generar un “Plan Nacional 
de Desarrollo” sólo se plasmó en 1961.  Hasta entonces, en el ámbito 
de la producción, la institución desarrolló iniciativas puntuales, como 
1  Un recuento de sus acciones en Ortega et. al. (1989).
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lo fueron en un comienzo los célebres Planes de acción inmediata 
de 1939, uno de los cuales correspondió a “la industria”  y luego a 
proyectos específi cos, algunos de ellos de indudable trascendencia, 
como el de la siderurgia, en asociación con el sector privado.1   En 
lo que se refi ere al plano productivo en general, las instituciones 
públicas debieron abocarse no sólo a implementar proyectos 
productivos innovadores, sino también a atender las demandas de 
diversos sectores productivos “tradicionales”, tanto en la agricultura 
como en la minería, con lo cual contribuyeron a su reproducción y 
reforzamiento y, en muchos casos, a la persistencia de sus prácticas 
productivas tradicionales.  Las políticas públicas destinadas al 
fomento productivo estuvieron, por lo tanto, signadas por la 
improvisación y las contradicciones.
También hay en este sentido una historia de fracasos que 
está aún por escribirse, pero el catálogo incluye entre los más 
“destacados” la intervención de la entidad para recuperar la usina 
siderúrgica de Corral y la construcción de una fábrica de tractores 
en Rancagua en asociación con la empresa italiana FIAT, con lo cual 
se pretendía contribuir a la modernización técnica del agro.  Esta es 
una clave importante para entender una de las limitaciones de la 
Corporación, que fue, nada más ni nada menos, su incapacidad para 
comprender las dimensiones estructurales de los problemas del país, 
pues fabricar tractores, con ser importante, no resolvía los problemas 
del agro.  
Desde la visión de desarrollo que se ha planteado en este 
trabajo, entendemos la industrialización como un fenómeno no 
solamente económico, como lo propuso ya en 1927 Paul Mantoux; 
requería esta también de reformas sociales profundas, pues como 
lo demostraban las experiencias de los países que ya transitaban 
por esa senda, era en esa dimensión en que debían verifi carse las 
transformaciones decisivas y de mayor repercusión.   Si el sistema 
fabril,  junto con la ciencia y la democracia eran las fuerzas que desde 
los puntos de vista económico, intelectual y político caracterizaban 
la evolución de las sociedades en camino de modernización, un 
tránsito efectivo requería de cambios profundos en los sistemas de 
tenencia de la tierra, de trabajo e inevitablemente en el manejo del 
poder político.2
1  Para la trayectoria del sector industrial, Muñoz (1986).
2  Mantoux (1961: 476) y  Myrdal, op. cit.
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Pero el Estado y la CORFO, a través de sus acciones, debieron 
distraer sus capacidades y limitados  recursos para asistir a sectores 
productivos inmersos en profundas y dilatadas crisis, lo cual les restó 
capacidad de acción para diseñar objetivos específi cos de desarrollo 
productivo.  Un ejemplo de ello es lo que aconteció en el ámbito de 
la minería, en particular la mediana y pequeña del cobre.   En agosto 
de 1939 la CORFO publicó su Plan de acción inmediata para la minería 
que contenía un conjunto de disposiciones, según el documento, 
“realizables mediante préstamos a particulares o a la Caja de Crédito 
Minero, o por asociaciones de la Corporación con otras personas”.1   Más 
importante aún fue el que las Recomendaciones del Plan  estuvieran 
constituidas por un amplio abanico de acciones de compleja 
realización dadas la demandas organizativas, fi nancieras y técnicas 
que ellas implicaban, entre las que cabe destacar “fondos necesarios 
para resolver defi nitivamente el suministro de energía eléctrica” 
de las áreas de Copiapó y El Salado y “un plan de construcción de 
caminos de acceso a los nuevos centros productores de minerales; 
otro de mejoramiento de los más importantes caminos troncales de 
Atacama y un acuerdo para la conservación conjunta de los caminos 
netamente mineros”.  Junto con ello la CORFO recomendaba a la 
Empresa de Ferrocarriles del Estado “la construcción de un tipo 
determinado de carros para el transporte simultáneo a granel en la 
Red Norte, de lotes de minerales de 5 y 2,5 toneladas” y, fi nalmente, 
comprometía sus esfuerzos para asistir a la Caja de Crédito Minero en 
la elaboración de un “proyecto de construcción de campamentos 
obreros en todas las plantas de la Caja, incluyendo edifi cios 
adecuados para escuelas en aquellas que aún no poseen, de acuerdo 
con la Caja de Habitación Popular”.2
Tan ambicioso y demandante Plan no fue tan sólo el fruto del 
voluntarismo de los ingenieros de la CORFO.  A pesar del importante 
grado de autonomía de que gozó la entidad, por lo menos hasta 
1970, las presiones y demandas sectoriales que debió enfrentar 
desde diversos ámbitos – entre los que también se contaban el 
gobierno central y el Congreso Nacional— le obligaron a generar 
respuestas a múltiples demandas no siempre viables, con lo cual, sin 
duda, se vio deteriorada la efectividad de su acción.   En este caso, tal 
como lo deja explícito el mismo documento, el  Plan fue formulado 
1   Loc. cit., p. 3.
2   Ibíd., p. 5.
P_Públicas_V5N1.indd   43 jueves26-07-12   16:34
44
Políticas Públicas
“en conformidad con los acuerdos del Congreso Minero de Copiapó 
de 1937”, y – tal vez lo más importante – “en las ideas expresadas en 
el Plan de Fomento de la Comisión nombrada por la Caja de Crédito 
Minero”.  Para entonces las críticas de que era objeto la Caja eran 
profundas y extendidas, tanto en el tiempo como en el espacio, 
pues se registraban en las provincias mineras, en la prensa local y en 
ambos hemiciclos del Congreso desde, por lo menos, el año 1930.
Los acuerdos del Congreso Minero de Copiapó constituyeron, 
por una parte, una sistematización y reafi rmación de peticiones 
de larga data, que desde la década de 1930 pasaron a constituir 
demandas por parte de un sector que las comenzó a formular desde 
la última década del siglo XIX, y que  convirtieron a una actividad 
otrora autónoma en peticionaria del Estado.  Las conclusiones de 
aquél evento se pueden resumir en los siguientes puntos:
a) Solicitar la creación de un fondo de regulación de la 
política monetaria y de crédito con las modalidades adecuadas a la 
distribución de divisas con un cambio especial para la minería
b) La instalación de una Fundición Nacional y de una refi nería 
electrolítica y la dictación de una ley que faculte al Presidente de 
la República para expropiar los yacimientos de fundentes que 
los organismos del estado consideren necesarios para el normal 
establecimiento de la fundición.
c) La creación del Ministerio de Minas; propender a la 
nacionalización de la minería, a la explotación de las minas 
paralizadas por medio de un avío obligatorio e implementación de 
una legislación social que dé unidad a los servicios de Previsión, 
orientar las actividades de la Caja de Seguro Obligatorio en el sentido 
de propender en forma efectiva a mejorar y levantar el nivel oral y 
cultural de los obreros; que se realice el proyecto ya aprobado de 
construcción del Hospital Regional para tuberculosos.
d) Fondos necesarios para desarrollar un plan de caminos, 
en particular de acceso o caminos transversales al FF.CC.  Dotación 
de agua a las zonas más azotadas por la falta de ese elemento. 
Habilitación de las aguadas  existentes y estudio de las napas a fi n 
de utilizarlas.
e) Reforma de las disposiciones tributarias a que estaba 
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sometido el sector.1 
Hasta los últimos años de la década de 1950 la CORFO y la 
Caja de Crédito Minero (CACREMI) se involucraron en un complejo 
mundo de demandas contradictorias y de difícil resolución, pues 
las peticiones de los actores de las provincias mineras tradicionales 
no sólo eran variadas en cuanto a contenido.   También lo eran de 
acuerdo a quienes las planteaban, ya fuesen los medianos o los 
pequeños productores, quienes de las demandas enumeradas 
pasaron a cuestiones de carácter operacional como lo fueron la 
provisión de agua, alimentos, herramientas, viviendas servicios 
sociales y asistencia sanitaria y técnica para una masa de operarios 
independientes quienes vendían el producto de su trabajo diario a más 
de 40 agencias de compra del gobierno a un precio fi jado levemente 
por debajo del precio internacional.   La pequeña y mediana minerías 
se transformaron en “un sistema gigante de pirquén, con el gobierno 
[y sus agencias] como habilitador” (Pederson, 2008: 293).2
Sin embargo, a poco andar, tanto las actividades de la CACREMI 
así como las actividades desarrollada por la CORFO comenzaron a ser 
objeto de ácidas críticas en las provincias mineras del norte en donde 
se acusó que la CACREMI favorecía los intereses de los medianos 
mineros – aquellos que contaban con plantas de procesamiento de 
minerales propias – e incluso a intereses extranjeros, en desmedro 
de de los “pequeños mineros”.   En una primera instancia fueron las 
asociaciones locales las que recogieron las crecientes protestas, pero 
en corto tiempo ellas llegaron al Congreso Nacional.   En ese ámbito, 
en la década de 1940 – es decir en pleno período de la hegemonía de 
la CORFO -  las denuncias comprendieron desde erradas decisiones 
en cuanto a la adopción de tecnologías de procesamiento de los 
minerales, discrecionalidad en el enrolamiento de personal y hacia 
el fi nal de la década y comienzos de la de 1950 – al fi nal de los tres 
gobiernos encabezados por el Partido Radical - acerca de recurrentes 
casos de corrupción.
1   Anón., “Conclusiones del Congreso Minero de Copiapó”, en Boletín Minero de la 
Sociedad Nacional de Minería, año LIII, vol. XLIX, 1937, pp. 1591-1613.
2  El “habilitador” es equivalente al “aviador”, es decir el comerciante citadino, ya 
presente en el período hispánico, que manejaba la operación minera; en el caso de 
los “pequeños mineros” a través del adelantamiento de alimentos, herramientas, 
pólvora y otros insumos, raramente de dinero.  En el caso del “mediano minero” 
adelantaba dinero y medios de producción a cambio de minerales fijando el precio 
“a futuro”, como también lo hacía en el caso de los pequeños mineros.
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Respecto de las decisiones tecnológicas erradas, ellas no 
sólo estuvieron referidas a las operaciones menores.   En el caso del 
gran anhelo de los medianos y pequeños mineros, la construcción de 
una Fundición Nacional de minerales, como fue el caso de Paipote, 
en el entorno de la ciudad de Copiapó, muy pronto después de ser 
inaugurada en 1952, la planta debió suspender sus operaciones 
debido a serias defi ciencias técnicas.
El conjunto de demandas que debió enfrentar la CORFO 
desde el comienzo de sus operaciones y también el estado con 
anterioridad al colapso de la economía en los primeros años de la 
década de 1930 fueron múltiples y variadas y no fue sólo el sector 
minero el único que las planteó.   La propia CORFO se comprometió 
en planes piloto cuyo objetivo era introducir algún grado de 
modernización en diversos sectores productivos en el agro, como 
lo fueron el “Plan Chillán”, el “Plan Punitaqui” y el Plan Forestal, base 
años más tarde para el desarrollo de la industria productora del 
papel y la celulosa.  De esa manera, paradojalmente, desde fi nes de 
la década de 1920 las instituciones públicas contribuyeron a ahondar 
la contradicción más duradera del país, aquella entre tradición y 
modernización.  Durante 20 años ese fue el producto, no deseado, de 
las políticas públicas “desarrollistas” – crecientemente de inspiración 
cepaliana - y a mediados de la década de 1950 todo ello desembocó 
en “la crisis integral de Chile” según Jorge Ahumada y en “el desarrollo 
frustrado” de acuerdo a Aníbal Pinto.  
Si políticamente la creación de la CORFO  fue compleja y 
demandó de un compromiso de largo plazo según el cual el sector 
agropecuario no fue objeto de políticas transformadoras sino hasta 
la década de 1960, también en el seno del propio Estado hubo 
resistencias respecto de iniciativas que pretendían dar una mayor 
coherencia al intento de desarrollar la base industrial del país.   Una 
de ellas corresponde al ámbito de la educación, particularmente de 
la superior.   Desde la década de 1920 diversos actores del debate 
económico comprendieron que era necesario dar un impulso 
decisivo a la educación técnica; de allí su creación como rama de 
la enseñanza secundaria por decreto, en 1927.  En junio de 1940 
fue creada la Escuela de Ingenieros Industriales y simultáneamente 
se inició la demanda por la creación de una universidad que diera 
respuesta a la creciente demanda por recursos humanos califi cados 
que generaban diversos sectores productivos.  
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Sin embargo, no fue sino a comienzos de 1947 que se 
promulgó el decreto que creó la Universidad Técnica del Estado y que 
inició sus actividades recién en 1952.   Debieron entonces transcurrir 
22 años desde que el Presidente Aguirre anunció su voluntad de 
imprimirle al conjunto de la educación pública “una orientación 
económica y práctica”1.   ¿Cómo se explica tal demora?  Es una 
pregunta con ramifi caciones importantes pues, como se ha indicado, 
la CORFO debió invertir ingentes recursos en contratar misiones 
extrajeras y en enviar a técnicos e ingenieros chilenos a especializarse 
a los Estados Unidos.   Por otra parte, crear una universidad, como 
es sabido, demanda de períodos prolongados de planifi cación, 
implementación y creación de una masa crítica.   Sin embargo, 
algunos  intereses sectoriales al interior del propio Estado entrabaron 
esa iniciativa a pesar de que la oferta de ingenieros por parte de las 
universidades nacionales era absolutamente insatisfactoria para 
enfrentar una demanda creciente.   De tal manera, la Universidad de 
Chile, a través de su Rector, el muy ilustre  Juvenal Hernández Jaque, 
desarrolló una fuerte oposición al proyecto.  El Rector Hernández, 
a pesar de declararse partidario de fomentar la educación técnica 
superior, consideraba que la nueva institución debía funcionar bajo 
la tuición de la Universidad de Chile; es decir, como una facultad más 
en las ya existentes en esa Universidad.2
Entonces también en este sentido es plausible formular 
una hipótesis provisional: el limitado éxito de las iniciativas 
industriales hasta comienzos de la década de 1960 fue, en parte 
importante, el resultado de los problemas sistémicos al interior del 
actor fundamental del período: el Estado.   Tanto por incapacidad 
derivada de la improvisación, de su falencias organizativas y los 
limitados recursos humanos califi cados, el ente público no estuvo 
en condiciones de diseñar e implementar una política propiamente 
tal; en palabras de Jorge Ahumada (1966: 29-30) había “una crisis 
de organización en el sentido de que las formas preponderantes 
de organización son incapaces de realizar con un grado razonable 
de efi ciencia las tareas que cada uno debe realizar. La organización 
administrativa del estado es inefi ciente; la organización política del 
Estado es inefi ciente… [también] la del sistema educativo”.  Cuando 
CORFO estuvo en condiciones de completar su “Plan Nacional de 
1  Mensaje Presidencial 1940, p. 29.
2  El Diario Ilustrado, 15.XI.1951, citado en  Muñoz, et. al. (1987: 113).
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Desarrollo”, en 1961, ya era tal vez demasiado tarde, pues desde 
mediados de la década de 1950 el país ya había entrado en una crisis 
de largo aliento que llegó a su desenlace en septiembre de 1973.   
Al respecto, dos hombres visionaros hicieron, en sendos 
libros, el diagnóstico del estado del país: el capítulo I de En vez de 
la miseria de Jorge Ahumada se tituló “La crisis integral de Chile”. 
Aníbal Pinto Santa Cruz, en tanto, en el prólogo a su libro Chile. 
Un caso de desarrollo frustrado señaló que el país enfrentaba una 
“gran contradicción” en su desenvolvimiento, que no era otra que 
la que se venía planteando “desde antiguo entre el ritmo defi ciente 
de expansión de su economía y el desarrollo del sistema y la 
sociedad democráticas”.   Para Aníbal Pinto, el desequilibrio tendría 
que “romperse o con una ampliación sustancial de la capacidad 
productiva y un progreso en la distribución del producto social o por 
un ataque franco contra las condiciones de vida democrática que, en 
esencia, son incompatibles con una  economía estancada”.1
Conclusión…provisional
Las políticas públicas implementadas en Chile a partir 
de la segunda mitad de la década de 1920 tuvieron un contenido 
ideológico en que se plasmó la aspiración a la modernización y 
el desarrollo en una compleja combinación con el fomento a las 
actividades productivas tradicionales.
El resultado de ello fue un importante grado de 
modernización productiva que permitió que el producto interno 
bruto creciera a una modesta tasa acumulativa anual de 2,6 por ciento 
entre 1925 y 1955; en el mismo período, la producción industrial 
creció al 5,6 por ciento anual  mientras que la agricultura y la minería 
crecieron al 1,9 y 0,1 por ciento respectivamente.   En otras palabras, 
el esfuerzo modernizador por el lado de la industrialización sacó al 
país de su retardo en ése ámbito, pero no “arrastró” a los sectores más 
tradicionales y a mediados de la década de 1950  se estancó.  Por 
otra parte, en 1955 la tasa de infl ación anual alcanzó un inédito 85,5 
por ciento, en gran medida como resultado del gasto fi scal basado 
1   Pinto (1997: 17). 
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en endeudamiento – interno y externo— que fi nanció los planes de 
desarrollo productivo.  
Los argumentos desarrollados nos permiten plantear 
que entre 1925 y 1961 las políticas de fomento no enfrentaron los 
problemas más fundamentales del país en el ámbito económico, 
sino que permitieron algunos importantes avances productivos, 
en particular en el sector industrial.  Pero también esas políticas 
contribuyeron a mantener la vigencia de arcaísmos productivos 
y laborales a un alto costo, y ello contribuyó de manera decisiva a 
generar la “crisis integral” de la década de 1950, a la acumulación 
de problemas y crearon la antesala de la etapa de las reformas 
estructurales iniciadas en 1964 y de la crisis general de la década de 
1970.
Las reformas estructurales que el país demandaba 
mayoritariamente desde el primer cuarto del siglo XX no fueron 
acometidas  por quienes administraron el Estado desde mediados de 
la década de 1920.  En realidad, hasta mediados de la década de 1960 
los gobiernos ampliaron el tamaño y las funciones del sector público, 
aumentaron las dotaciones, pero no avanzaron ni en efi ciencia en 
la gestión, aunque periódicamente se legislaba al respecto, ni en 
el diseño e implementación de las políticas públicas, con lo cual 
hizo más difícil que las iniciativas en el campo industrial generaran 
el tan ansiado “take off ”.  Entretanto, se amplió la participación y la 
movilización política y crecieron las demandas de una  población 
que no sólo crecía a altas tasas, sino que también se concentraba, 
especialmente en Santiago, Concepción y la conurbación Valparaíso-
Viña del Mar.  Frente a ello, a partir de mediados de los años 1950, 
comenzaron a plantearse políticas más radicales de manera tímida 
y luego con creciente fuerza y  con ello se abrió paso al vértigo que 
comenzó a mediados de la década de 1960 y llegó a su punto de 
más intensidad a comienzos de los años 1970.  En ese momento 
se desplomó el entramado político e institucional gestado, 
precisamente, desde la segunda mitad de la década de 1920.  
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